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INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.
El que suscribe, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II, 82 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 6 y 9 apartado A fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; así como 152 fracción II, 153 y 154 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa de decreto, por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:

E X P O S I C I Ó N   D E    M O T I V O S

La rendición de cuentas y el combate a la corrupción son dos de los imperativos éticos que forman parte de cualquier sistema democrático; sin embargo, estos aspectos van mucho más allá de una declaración axiológica sobre la democracia, sino que inciden directamente en la competitividad de un estado.

En efecto, dentro de un régimen democrático, el servicio público tiene una especial responsabilidad al llevar la administración de las contribuciones ciudadanas para tomar las decisiones colectivas; en este contexto, el actuar de los servidores públicos se vuelve especialmente relevante, pues un acto de corrupción no tiene solamente implicaciones éticas, sino que produce daños relevantes al desempeño estatal.

En este sentido, de acuerdo con el ensayo titulado “impunidad, corrupción y competitividad”, escrito por Juan Pardinas, Director del Instituto Mexicano para la Competitividad A.C., haciendo referencia a los profesores Liu y Mikesell establece que “las prácticas de corrupción probablemente aumentan el gasto público y distorsionan las prioridades presupuestales del gobierno”
, conforme a lo anterior, es claro que un estado fuerte, que aspira consolidarse como un régimen verdaderamente democrático y además, competitivo, necesita tomar acciones efectivas para combatir las prácticas de corrupción.

Además, en el plano Internacional, el 20 de julio del 2004 el Estado Mexicano ratificó la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, aprobada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 31 de octubre del 2003, en la cual, los estados firmantes manifiestan en su prefacio que la corrupción: “es una plaga insidiosa que tiene un amplio espectro de consecuencias corrosivas para la sociedad. Socava la democracia y el estado de derecho, da pie a violaciones de los derechos humanos, distorsiona los mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el florecimiento de la delincuencia organizada, el terrorismo y otras amenazas a la seguridad humana”.

Asimismo, los firmantes manifiestan su preocupación por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la corrupción para la estabilidad y la seguridad de las sociedades al socavar las instituciones y los valores de la democracia, la ética y la justicia y al comprometer el desarrollo sostenible y el imperio de la ley.

En efecto, el 27 de mayo del 2015, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción. Esta reforma, sin precedentes en nuestro país, instituye el Sistema Nacional Anticorrupción, como conjunto articulado de instancias administrativas y jurisdiccionales, con la participación de la sociedad civil, que tienen como propósito la identificación, prevención, supervisión, investigación y sanción de hechos, no sólo del servidor público o particular que realice hechos conocidos o identificados como de corrupción en contra de la administración pública, sino también en aquellos casos en que su función, cargo o comisión se realicen en contra de los principios éticos de la administración pública.

Asimismo, el 18 de julio de 2016 se publicaron el Diario Oficial de la federación la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción que tiene por objeto establecer las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, para el funcionamiento del Sistema Nacional y la Ley General de Responsabilidades Administrativas que tiene por objeto distribuir competencias entre los órdenes de gobierno para establecer las responsabilidades administrativas de los Servidores Públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que estos incurran y las que correspondan a los particulares vinculados con faltas administrativas graves, así como los procedimientos para su aplicación.
Dicha reforma constitucional y la expedición de las Leyes generales señaladas, responden a las necesidades de los mexicanos de contar con una administración pública que, funcione bajo los más altos estándares de ética; en la cual, en un primer término, los funcionarios que laboran para aquella, se disuadan de realizar actos de corrupción; pero si esta prevención no basta, entonces se cuente con un mecanismo sancionador efectivo, que no deje lugar a la impunidad.

En este contexto, en la elaboración de la iniciativa de reforma a la Constitución Federal, se tomaron en cuenta datos de la situación del país respecto de la percepción ciudadana sobre los actos de corrupción de los funcionarios públicos que resultan alarmantes. De acuerdo con las cifras del Índice Nacional de Corrupción y Buen Gobierno para el año 2010, de Transparencia Mexicana, se registraron sobornos para acceder o facilitar 35 trámites y servicios públicos, mismos que, representan una suma de 32 mil millones de pesos a los mexicanos; asimismo, se registraron 200 millones de actos de corrupción en los distintos órdenes de gobierno.

Cabe mencionar, que en el proceso de la reforma en comento fue determinante la opinión de la sociedad civil, pues ésta, a través de diversas instituciones manifestó su sentir sobre el fenómeno de la corrupción. Tomando como ejemplo las opiniones del Instituto Mexicano para la Competitividad A.C., la corrupción es un problema fundamental en el país, un fenómeno transversal que afecta las políticas públicas y mina la confianza social hacia todos los poderes y actores políticos. En este sentido, esta asociación propuso la construcción de un Sistema Nacional Anticorrupción que partiera de las siguientes premisas:

· Debe ir más allá del ámbito punitivo.

· Debe existir inteligencia institucional contra la corrupción.

· Debe integrar un entramado institucional de pesos y contrapesos para evitar la corrupción y sancionarla cuando se presente.

Asimismo, esta organización propone que un Sistema Nacional Anticorrupción debe sustentarse en cuatro pilares fundamentales para un funcionamiento eficaz, los cuales se mencionan a continuación:

· Un Tribunal de Justicia Administrativa Autónomo, con capacidad de sancionar actos de corrupción de funcionarios y particulares, de recomendar en forma vinculante reformas a procedimientos que fomentan o permiten actos de corrupción sistemática, y con capacidad de sancionar actos en los tres órdenes de gobierno.

· Una Fiscalía Especializada en Materia de Corrupción en los tres órdenes de gobierno, con plena autonomía de gestión y suficiente capacidad operativa profesional.

· Una Auditoría Superior fortalecida, con autonomía de gestión, con capacidad de auditar en tiempo real y de integrar expedientes de oficio, realizando funciones de control externo para todos los gobiernos. 

· Una Secretaría de la Función Pública fortalecida, con controles de carrera que funjan como auditoría interna, dependientes del Ejecutivo.

Ahora bien, resulta en este contexto indispensable hacer alusión al contenido de la reforma constitucional a la que se ha venido haciendo referencia, a fin de formar un panorama más amplio sobre el tema.

Creación de un Sistema Nacional Anticorrupción como instancia de coordinación.

En primer lugar, se crea un Sistema Nacional Anticorrupción como instancia coordinadora entre las autoridades públicas de la federación y la sociedad civil para el combate a la corrupción. Este Sistema se conforma con un Comité Coordinador, que a su vez se integra por los titulares de la Auditoría Superior de la Federación, de la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción, por el Secretario del Ejecutivo Federal responsable del Control Interno, el Magistrado Presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el Comisionado Presidente del Instituto Federal de Acceso a la Información, un representante del Consejo de la Judicatura Federal y un representante del Comité de Participación Ciudadana.

Además, el Sistema cuenta con la participación de la sociedad civil a través del Comité de Participación Ciudadana, que estará integrado por cinco ciudadanos que hayan destacado en materia de transparencia y combate a la corrupción.

Estos comités, tendrán la función de articular sistemas de coordinación con las entidades federativas y políticas públicas tendientes a la fiscalización y control de recursos públicos, prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, atendiendo especialmente a las causas que los generen. Además el Comité Coordinador tendrá entre sus funciones la determinación de mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones competentes de los órdenes de gobierno. Con estas herramientas, el resto de las autoridades pueden contar con los insumos necesarios para combatir la corrupción desde sus principales causas, puesto que el objetivo deseable es, en primera instancia, la prevención de los hechos de corrupción.

Cambios en la Fiscalización Superior.

En materia de fiscalización superior, se prevén cinco grandes cambios que dotan a la Auditoría Superior de la Federación de facultades para desarrollar sus funciones con mayor eficacia. Estos cambios son: a) auditoría en tiempo real; b) mayor plazo para la fiscalización de la Cuenta Pública; c) mayor oportunidad para la presentación de los informes de la auditoría; d) ampliación de las materias objeto de fiscalización; e) promoción de responsabilidades.

a) Auditoría en tiempo real.

Anterior a la reforma de mayo del 2015, el órgano de fiscalización superior del Congreso de la Unión tenía facultades para realizar únicamente revisiones de actos realizados en ejercicios fiscales anteriores; esto en virtud de los principios de anualidad y posterioridad.

Así, la Auditoría Superior de la Federación se limitaba a la revisión de la Cuenta Pública correspondiente y a las revisiones de situaciones excepcionales, procedentes sólo a través de las propias entidades fiscalizadas. Esto impedía a la Auditoría Superior de la Federación realizar revisiones de manera directa durante el curso del ejercicio fiscal correspondiente.

En la reforma, con la eliminación de los principios de posterioridad y anualidad se faculta a este órgano fiscalizador para realizar directamente auditorías sobre posibles actos irregulares, en casos específicos y derivado de denuncias, durante el ejercicio fiscal en curso. 

Asimismo, se le faculta para realizar auditorías respecto de actos irregulares cometidos en ejercicios fiscales anteriores al de la Cuenta Pública en revisión. Lo anterior, con el objeto de asegurar que las irregularidades cometidas en años distintos a los de la revisión de la Cuenta Pública o el ejercicio fiscal en curso, no queden impunes.

Cabe resaltar que, estas nuevas facultades que se le atribuyen a la Auditoría Superior de la Federación son independientes de la revisión de la Cuenta Pública; esto es: la Auditoría Superior de la Federación continuará revisando la Cuenta Pública del ejercicio fiscal que corresponda, y podrá revisar la información de ejercicios fiscales anteriores que esté relacionada con la auditoría en cuestión; pero ahora podrá realizar también auditorías de manera independiente al proceso de fiscalización de la Cuenta Pública, sobre posibles irregularidades durante el ejercicio fiscal en curso, o en años anteriores.

Estas facultades le permiten investigar y promover la imposición de sanciones a los servidores públicos y, en su caso a particulares, de manera más oportuna.

b) Mayor plazo para que la Auditoría Superior de la Federación fiscalice la Cuenta Pública.

Desde la reforma, la Auditoría Superior de la Federación, puede iniciar su proceso de fiscalización a partir del primer día del siguiente año fiscal que se va a auditar.

Asimismo, se prevé que ésta podrá solicitar la información que requiera durante el ejercicio fiscal para poder planear sus auditorías. Estos cambios repercuten en un fortalecimiento de la función de fiscalización superior, al dotar al órgano fiscalizador con cuatro meses adicionales para realizar sus funciones.

c) Mayor oportunidad en la presentación de los informes de auditoría.

Se establece también un nuevo procedimiento para la presentación oportuna de los resultados de las auditorías.

En este sentido, la Auditoría Superior de la Federación no tendrá que esperar hasta la presentación del informe del resultado de su revisión para presentar a la Cámara de Diputados los hallazgos de sus auditorías.

Se prevén tres fechas para la entrega de los informes: 1.- el primer día hábil de junio; 2.- el primer día hábil de octubre (ambos del año de la auditoría) y 3.- el veinte de febrero del año siguiente de la presentación de la cuenta.

De esta suerte, la Auditoría en las dos primeras fechas podrá hacer llegar a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión adelantos del informe, conforme vaya obteniendo hallazgos en sus revisiones; y el último día de febrero del año siguiente al de la presentación de la cuenta, deberá presentar su informe final ejecutivo, con el resultado del total de la revisión de la cuenta pública.

d) Ampliación de materias objeto de la fiscalización.

Se le atribuye al órgano de Fiscalización Superior la facultad para fiscalizar el destino y ejercicio de los recursos provenientes de deuda pública contraída por las entidades federativas y municipios, cuando la deuda se encuentre garantizada por la federación.

Además, se le faculta, en términos de la ley, para fiscalizar en coordinación con las autoridades estatales de fiscalización, o de manera directa, las participaciones federales asignadas a las entidades federativas o sus municipios.

e) Promoción de responsabilidades.

Se crea un nuevo esquema para el fincamiento de responsabilidades a los servidores públicos y a los particulares. En este sentido, en lugar de fincar directamente las responsabilidades resarcitorias correspondientes, como lo venía haciendo hasta antes de la reforma, la Auditoría Superior de la Federación será competente para investigar las irregularidades que detecte en la revisión de la Cuenta Pública, en el ejercicio fiscal en curso y promover el fincamiento de responsabilidades ante los órganos correspondientes; en el caso de responsabilidades administrativas, ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, y en el caso de la probable comisión de algún delito relacionado, ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción.

Es decir, que la Auditoría Superior de la Federación, cuando derivado de sus funciones de fiscalización, detecte irregularidades en la Cuenta Pública, promoverá las responsabilidades, según sea el caso, ante el órgano jurisdiccional sancionador, para el fincamiento de responsabilidad administrativa grave, o la fiscalía, si se trata de la probable comisión de algún delito.

Constitución del Tribunal de Justicia Administrativa como tribunal sancionador.

En materia de política sancionatoria por responsabilidad administrativa, el constituyente permanente consideró oportuna la creación de un tribunal con facultades suficientes para sancionar las acciones u omisiones cometidas por los funcionarios públicos y por los particulares vinculados con las mismas, que pudieren constituir, de acuerdo con la legislación secundaria, responsabilidades administrativas graves.

Así, se crea un esquema jurisdiccional de justicia administrativa en materia de responsabilidades administrativas, a través de la transformación del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en el Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

Este Tribunal reviste una doble competencia; por un lado, conserva sus atribuciones como órgano jurisdiccional en materia contencioso- administrativa, es decir, encargado de dirimir las controversias suscitadas entre las autoridades que conforman la administración pública y los particulares; y por el otro, fungirá como un auténtico tribunal sancionador de actos de corrupción y responsabilidad administrativa grave, misma que se configurará, a grandes rasgos, por acciones u omisiones que sean contrarias a los principios de la buena administración pública.

Así, será el órgano jurisdiccional encargado de fincar las sanciones correspondientes a actos de los funcionarios de la administración pública federal y a los particulares vinculados con estos actos, que configuren responsabilidad administrativa; estas responsabilidades pueden ser de varias clases, dependiendo de la responsabilidad y del sujeto que incurre en ella. De esta forma, para el caso de servidores públicos pueden ser sancionados tanto de manera administrativa, con la amonestación, la suspensión, destitución o inhabilitación para cargos, oficios o comisiones de carácter público, como económico-resarcitorias, dependiendo del beneficio económico obtenido en relación con los daños y perjuicios ocasionados al patrimonio de la federación. Para el caso de los particulares vinculados con actos de responsabilidad administrativa grave, las sanciones van desde la multa, hasta la inhabilitación para participar en arrendamientos, servicios u obras públicas, y la disolución o intervención de sociedades, tratándose de personas morales.

Régimen de Responsabilidades de los servidores públicos y de particulares vinculados con hechos de responsabilidad administrativa y hechos de corrupción.

En el ámbito de las responsabilidades administrativas, la reforma constitucional en comento aporta también, cambios sustanciales en aras de integrar un sistema jurídico robustecido que no deja impunes los actos contrarios a la buena administración de los recursos públicos.

Así, el constituyente permanente al reformar el Título Cuarto de la Constitución, incluye a los particulares como sujetos de responsabilidad administrativa en el caso de que sus actos se encuentren vinculados con hechos que configuren esta clase de responsabilidad o con hechos de corrupción.

Se prevé asimismo, una clasificación de las responsabilidades en graves y no graves, para efectos de las autoridades encargadas de investigar, substanciar y resolver sobre las mismas. En este sentido, de las responsabilidades administrativas calificadas como graves, se encargará de investigarlas y substanciarlas la Auditoría Superior de la Federación, y de resolver sobre éstas el Tribunal de Justicia Administrativa; mientras que del resto, se encargarán de su investigación, substanciación y resolución los Órganos Internos de Control de cada entidad. La legislación secundaria expedida por el Congreso de la Unión establece la calificación de las responsabilidades.

En este orden de ideas, derivado de las responsabilidades, se establece un sistema de sanciones que pueden distinguirse en dos clases: disciplinarias y resarcitorias, con las que se pretende, además de abatir la impunidad en materia de corrupción, reparar el daño provocado por esta conducta tan dañina al erario público. Estas sanciones difieren tratándose de funcionarios públicos o particulares vinculados en hechos de corrupción.

Así, a grandes rasgos, las sanciones de carácter disciplinario buscan separar de sus funciones al agente vinculado con el hecho de corrupción, mientras que las económicas apuntan al resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la hacienda pública, derivados de la responsabilidad administrativa.

Asimismo, se prevé la aplicación de sanciones administrativas a los funcionarios públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones; desde el punto de vista disciplinario, dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación. Mientras que desde el punto de vista económico, consistirán en sumas de dinero que se impondrán de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones.

Entretanto, y con el afán de que sea comprendida la totalidad de los sujetos activos protagonistas de los hechos de corrupción, las sanciones a los particulares involucrados en actos que lleguen a configurar responsabilidades administrativas graves -sin perjuicio de otras responsabilidades-, serán sancionados por los Tribunales de Justicia Administrativa con sanciones económicas, inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, obras o servicios públicos, y además con sanciones económicas determinables a partir del beneficio económico obtenido y del daño y perjuicio ocasionados a la hacienda pública; tratándose de personas morales también se prevén sanciones específicas, siempre y cuando se acredite la participación de alguno de los socios o de sus órganos de dirección o personas con representación de la misma; o cuando se acredite que ha participado de manera sistemática en hechos que configuren responsabilidad administrativa. Las sanciones podrán consistir en disolución, liquidación o intervención de la sociedad. 

La reforma en comento no deja de lado la cuestión de la probable comisión de conductas delictuosas en relación con hechos de corrupción y enriquecimiento ilícito; así, desde un primer plano, amplía las materias de la figura de la extinción de dominio para incluir el delito de enriquecimiento ilícito como causal de procedencia de esta institución; para la persecución de los delitos relacionados, se instituye la existencia de una fiscalía especializada en materia de combate a la corrupción, que se encargará de la investigación de los probables delitos cometidos en esta materia.

Además, en la reforma se establece que no se aplicarán las disposiciones que protegen la secrecía en relación con la información fiscal o relacionada con materias de ahorro e inversión a las autoridades encargadas de la investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, estableciendo procedimientos para la obtención de esta información.

Finalmente, en materia de sanciones administrativas, la reforma establece un plazo mínimo de prescripción de las responsabilidades administrativas graves, remitiendo a las leyes generales relativas, mismo que no deberá ser menor a 7 años. Esta reforma amplía lo que la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos preveía como plazo de prescripción, puesto que era de 5 años contados a partir del día siguiente en el que se hubieran cometido las infracciones o a partir del momento en el que hubieran cesado si fueren de carácter continuo, interrumpiéndose en el momento en que iniciaran los procedimientos previstos por la legislación.

Las razones que toma el constituyente permanente son, que un plazo menor podría generar espacios para arbitrariedades y condiciones para la inefectividad, por lo que se procura evitar espacios de impunidad; además, que este plazo trae consigo la capacidad de organizar un sistema bajo criterios transexenales, respetuosos de la pluralidad política y objetivos en su aplicación, esto es, que aquellos servidores públicos que incurrieren en alguna falta administrativa grave, podrán ser investigados y sancionados por una administración distinta en la que ejercían sus funciones cuando cometieron dichas faltas.

Otro aspecto importante de la reforma es lo relativo al conflicto de intereses, pues se establece expresamente en la Constitución de nuestro país la obligación general para los servidores públicos de presentar ante las autoridades competentes las declaraciones patrimoniales y de intereses.

Ratificación del Secretario responsable del control interno del Ejecutivo Federal.

Desde el punto de vista orgánico, esta reforma trajo consigo un importante cambio, en aras de garantizar el debido ejercicio público de los servidores federales. 

En el orden del gobierno federal, corresponde al titular del ejecutivo el nombramiento de los secretarios que integran la administración pública centralizada; sin embargo, al ser el control interno de las dependencias de esta administración un asunto que atañe al interés general, el reformador de la Constitución ha considerado oportuno equilibrar esta facultad, dándole al Congreso de la Unión la potestad para ratificar el nombramiento del Secretario de Estado que desempeñe la función de control interno. 

Con ello se logran esquemas garantizadores de que quien esté a cargo de dicha Secretaría obedezca a intereses generales con absoluta imparcialidad, gracias a la corresponsabilidad que traen consigo los frenos y contrapesos.

Obligaciones específicas para las entidades federativas derivadas de la reforma.

Es necesario poner especial énfasis en lo que toca a las reformas incluidas al quinto y sexto párrafo de la fracción III del artículo 109, así como al sexto y octavo párrafo de la fracción II y la fracción V del artículo 116 de la Constitución Federal, pues dichos textos consisten en obligaciones específicas para las entidades federativas y, por lo tanto, un imperativo categórico que implica adecuar el marco normativo interno.

De acuerdo con el texto reformado de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las entidades federativas deberán contar con las siguientes instituciones:

a) Entidades estatales de fiscalización pertenecientes a las legislaturas de los estados;

b) Tribunales de Justicia Administrativa, y

c) Órganos Internos de Control en cada entidad estatal y municipal.

De lo anterior se desprende, que, se pretende instaurar un régimen homologado de control de las cuentas y las finanzas públicas tanto interno como externo, así como de dotar a las entidades federativas de un órgano sancionador de las conductas que redunden en responsabilidad administrativa grave. Estos cambios son específicamente en lo concerniente a la fiscalización superior, al Tribunal de Justicia Administrativa como órgano jurisdiccional en materia administrativa y sancionador, y a los órganos internos de control, que serán los encargados de vigilar hacia el interior de las dependencias de las entidades del estado y sus municipios, el cumplimiento de los deberes que encomienda la buena administración pública.

En cuanto a la fiscalización superior, el artículo 116 constitucional en su fracción II, párrafo sexto dispone que las legislaturas de los estados contarán con entidades estatales de fiscalización las cuales serán órganos con autonomía técnica y de gestión en el ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones. Se establecen como principios que servirán como base para desarrollar la función de fiscalización superior, la legalidad, la imparcialidad y la confiabilidad. 

En cuanto al órgano sancionador, el texto constitucional prescribe a las legislaturas de los estados instituir Tribunales de Justicia Administrativa, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos y establecer su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones.

La jurisdicción de estos Tribunales, siguiendo al instituido para la Federación, será en dos rubros, el contencioso administrativo y el fincamiento de responsabilidades administrativas graves; así, estos Tribunales tendrán a su cargo las siguientes atribuciones:

a) Dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública local y municipal y los particulares.

b) Imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por responsabilidad administrativa grave, y a los particulares que incurran en actos vinculados con responsabilidades administrativas graves; así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública estatal o municipal o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales.

Con respecto al órgano para el control interno de las entidades estatales y municipales, el artículo 109 dispone que los entes públicos estatales y municipales, tendrán dentro de su ámbito de competencia local las funciones de:

a) Prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas;

b) Sancionar aquellas faltas administrativas distintas a las de competencia del Tribunal de Justicia Administrativa, y

c) Revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de los recursos públicos, en el ámbito de su competencia.

Así, el artículo 116 constitucional en conjunto con el 109, diseñan un sistema de control de la corrupción, tanto a nivel interno como externo de los entes públicos, que permitirá, en un primer momento, mantenerlos sujetos a una vigilancia constante, con el fin de disuadir a los servidores públicos que los integran de cometer actos de corrupción, y en un siguiente plano, en el ámbito de la sanción, creando un tribunal, con la jurisdicción y facultades que le permitan no dejar en la impunidad estos actos de corrupción.

Ahora bien, de todo lo expuesto con anterioridad, se hace evidente la necesidad de presentar la presente iniciativa de reforma a la Constitución Política de nuestra entidad. En efecto, de la reforma antes descrita se derivan una serie de obligaciones para las entidades federativas, que deben ser cumplidas en aras de alcanzar un verdadero estado democrático y social de derecho, en el que el combate a la corrupción cuente con las herramientas constitucionales, legales e institucionales necesarias para poder cumplir con su tarea, y consolidar así, no sólo un estado más democrático y transparente, sino uno con mayor productividad.

La presente iniciativa armoniza la Constitución Coahuilense con la reforma realizada a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de combate a la corrupción, con lo cual se crea el Sistema Estatal Anticorrupción; se proponen importantes cambios en los rubros de control interno y externo de la Administración Pública, a través del diseño de nuevas funciones y facultades de instituciones ya existentes como la Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de control; se crea el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; se contempla la posibilidad de sancionar a particulares vinculados a hechos de corrupción; y se crea la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Sistema Estatal Anticorrupción 

Se crea el Sistema Estatal Anticorrupción como la instancia de coordinación entre las autoridades estatales y municipales competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. 

El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los titulares de la Auditoría Superior del Estado; de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción; de la Secretaría responsable del Control Interno del Ejecutivo Estatal; por el Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; el Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información; así como por un representante del Consejo de la Judicatura y otro del Consejo de Participación Ciudadana.

Dicho Consejo de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley en la materia.

El Comité Coordinador del Sistema tendrá dentro de sus facultades el establecimiento de mecanismos de coordinación entre los organismos que integran el Sistema Estatal con los municipios del estado, así como el diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan.

· Fiscalización Superior en el Estado.

Antes de analizar el alcance de la presente iniciativa en cuanto a la función de fiscalización superior, es importante destacar que el 3 de marzo de 2016, se presentó para su análisis, discusión y aprobación, en su caso, por parte de este Poder Ejecutivo, una iniciativa de decreto mediante el cual se reforman diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de fiscalización y rendición de cuentas, misma que fue aprobada por el Congreso el 20 de abril siguiente.

La reforma en comento propuso, en esencia, la supresión de los principios de anualidad y posterioridad dentro de la función de fiscalización superior ejercida por la Auditoría Superior del Estado, teniendo por objeto ampliar su marco de actuación, permitiéndole iniciar el proceso de fiscalización durante el ejercicio fiscal en curso, es decir, permite la realización de auditorías en tiempo real.

En este contexto, es necesario recordar que los principios pueden definirse como estándares de optimización a partir de los cuales se derivan normas jurídicas que los desarrollan; así, las normas que regulen la función de la revisión de la cuenta pública, deberán sujetarse a estos principios, en consecuencia, la eliminación de los principios de posterioridad y anualidad, traerán consigo una revisión más completa y eficaz, pues permitirá que la revisión pueda realizarse en tiempo real, e incluso versar sobre ejercicios ya concluidos, con la finalidad de prevenir posibles actos de corrupción, detectar áreas de debilidad en la gestión de las finanzas públicas y, además, que los actos que se consumasen en ejercicios anteriores y que configuren responsabilidad, no queden impunes bajo el amparo de estos principios.

Por otro lado, con la presente reforma se propone modificar de manera sustancial las facultades de la Auditoría Superior del Estado. En este orden de ideas, se redefine -en primer lugar- la expresión utilizada en el texto vigente de “gestión financiera” y “cuentas públicas” para adecuarlo al texto de la Constitución Federal, en el cual se conceptualizan precisamente en qué operaciones consisten dichas expresiones; quedando como “ingresos, egresos y deuda; manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos de los poderes del estado y de los entes públicos estatales y municipales”.

Estos conceptos de tipo económico y financiero constituirán el objeto de la revisión de las cuentas públicas de los diferentes órganos que integran los poderes del estado, así como de los órganos municipales.

En cuanto a la función de fiscalización superior, la iniciativa propone reformar las facultades de la Auditoría Superior del Estado. En primer término, se agrega como objeto de vigilancia por parte de la Auditoría Superior del Estado, el cumplimiento de los planes y programas estatales y municipales, a efecto de que la entidad fiscalizadora pueda revisar la gestión de los órganos en cuanto al cumplimiento de sus funciones, y pueda formular las observaciones y recomendaciones necesarias para darles mejor seguimiento y cumplimiento.

Junto con lo anterior, se pretende incluir en el texto constitucional local, la facultad de la Auditoría Superior para revisar, en coordinación con la autoridad fiscalizadora a nivel federal, las participaciones federales que sean asignadas al estado y a los municipios.

Asimismo, se otorga a la Auditoría Superior del Estado legitimación para acudir ante el Tribunal de Justicia Administrativa de la entidad, a promover las probables responsabilidades derivadas del resultado de sus investigaciones, para que este último órgano, finque las responsabilidades graves correspondientes y por ende, imponga las sanciones conducentes conforme a lo dispuesto por la legislación secundaria; como consecuencia de lo anterior, se elimina la facultad de tipo sancionadora para la Auditoría Superior.

En efecto, el texto vigente de nuestra Constitución prevé que la Auditoría pueda fincar directamente a los responsables las indemnizaciones y sanciones pecuniarias correspondientes, así como promover ante las autoridades competentes el fincamiento de otras responsabilidades. No obstante, con la presente reforma se pretende garantizar la imparcialidad del órgano que finca las responsabilidades, al ser un tercero, con lo cual se respetan derechos procesales fundamentales.

Se prevé de manera expresa que los informes de auditoría de la Auditoría Superior del Estado son de carácter público.

Por otra parte, se establece que las cuentas públicas serán entregadas al Congreso a más tardar el treinta de abril del año siguiente al ejercicio correspondiente. Solo se podrá ampliar el plazo de presentación cuando medie solicitud del Titular del Ejecutivo del Estado, suficientemente justificada a juicio de la legislatura local.

Además, el Congreso del Estado evaluará el desempeño de la Auditoría Superior del Estado y al efecto le podrá requerir que le informe sobre la evolución de sus trabajos de fiscalización.
· Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.

La presente iniciativa instituye un Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, dotado de patrimonio y personalidad jurídica, de plena autonomía para dictar sus fallos, y establecer su organización, su funcionamiento y los recursos para impugnar sus resoluciones.

Se establece, al tenor del artículo 116 de la Constitución Federal como un Tribunal que tiene doble jurisdicción: por un lado, conocer de asuntos en materia contenciosa administrativa; y por el otro de asuntos relacionados con responsabilidad grave de servidores públicos y los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades. En este orden de ideas, el texto propuesto señala que este Tribunal tendrá a su cargo la resolución de controversias que se susciten entre la administración pública del estado y los municipios y los particulares, y además, la imposición de sanciones a servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades, así como fincar el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias derivadas de los daños y perjuicios a la hacienda pública del estado o los municipios, o al patrimonio de los entes públicos estatales y municipales.

De lo anterior, se desprende que los coahuilenses contarán con un órgano jurisdiccional dotado de total autonomía, que tendrá las más amplias facultades para dar solución, en primer término, a los conflictos que pudieren suscitarse entre particulares y los entes de la administración pública -jurisdicción contenciosa administrativa-; y por el otro, de sancionar tanto disciplinaria como económicamente, de conformidad con las leyes, a los servidores públicos y particulares, involucrados en actos de responsabilidad administrativa, que la ley califique como graves.

El Tribunal se integrará al menos por 5 magistrados, de los cuales uno será presidente. Serán designados por el Gobernador y aprobados por el Congreso del Estado. Se establecen asimismo los requisitos para ser Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, entre los cuales destacan los siguientes: contar con 30 años cumplidos el día de la designación; ser licenciado en derecho con título y cédula profesionales que tengan cinco años de antigüedad para el día de la designación; tener tres años, por lo menos de experiencia profesional en materias fiscal o administrativa; y ser persona de reconocida buena conducta y honorabilidad manifiesta.

En consecuencia, se suprimen todas las referencias que a lo largo del texto constitucional se hacen al “Tribunal de lo Contencioso Administrativo”, en virtud de que conforme al texto vigente este último Tribunal pertenece al Poder Judicial del Estado, y el órgano jurisdiccional creado en la presente iniciativa debe ser autónomo y, por lo tanto, no adscrito a ninguno de los poderes.

Finalmente se concede al Congreso del Estado la facultad para expedir la ley que determine la organización y funcionamiento del Tribunal, así como su competencia, procedimientos, y los recursos que procedan contra sus resoluciones.

· Responsabilidades de los Servidores Públicos en el Estado.

Otro aspecto de relevancia de esta iniciativa es el relativo al sistema de responsabilidades de que pueden ser objeto los servidores públicos.

Actualmente, las responsabilidades de los servidores públicos se encuentran previstas en el título séptimo de la Constitución Política de nuestro estado, que abarca del artículo 159 al 168.

El texto que se presenta, propone realizar cambios sustanciales a este sistema, modificando inclusive el nombre del referido título con la finalidad de adecuarlo, en primera instancia, a las reformas constitucionales a que se ha venido haciendo alusión en el cuerpo de esta exposición de motivos, y como consecuencia, contribuir a la integración de un Sistema Anticorrupción verdaderamente funcional, en el que se prevean todos los sujetos que intervengan en este tipo de actos, y no dejar lugar a la impunidad de los mismos.

Así, cambia la denominación del título séptimo de la Constitución Local a fin de incluir las responsabilidades de los servidores públicos estatales y municipales y particulares vinculados con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, incluyéndose la responsabilidad patrimonial del estado. Esto, más allá del simple cambio de denominación del apartado relativo, trae consigo la introducción de un cambio verdaderamente sustancial en el orden jurídico coahuilense: la inclusión de los particulares como sujetos de responsabilidad administrativa, desde el texto constitucional.

En el ámbito de la construcción de un sistema normativo fuerte que pretenda poner fin a los actos de corrupción, previniéndolos y sancionándolos, resultaría inútil ignorar a la totalidad de sujetos que participan en actos vinculados con el fenómeno de la corrupción. Asumir que sólo los servidores públicos participan de la corrupción es negar e ignorar la mitad del fenómeno, de tal suerte que su combate estaría siempre incompleto.

En efecto, el fenómeno de la corrupción es poliédrico, y de él son partícipes numerosos grupos integrantes de la sociedad, desde la clase política, la burocracia institucional y la sociedad civil, así lo manifiesta la Directora de Anticorrupción del Instituto Mexicano para la Competitividad A.C., María Amparo Casar, en su escrito titulado “La corrupción: enemigo público #1”, publicado en el Índice de Competitividad Internacional de 2015 elaborado por dicha institución y titulado “México, transamos y no avanzamos”
.

En dicho escrito subraya la importancia de la participación de ciudadanos y empresas en los actos de corrupción, y que precisamente, limitar el combate de ésta a los actos realizados por servidores públicos, es dar una respuesta incompleta a esta compleja problemática, misma que define como actos en los que confluyen tanto un oferente y un demandante, en los cuales, la decisión de un individuo es tomada con el propósito de dar o recibir una recompensa ilegal.

En atención a lo anterior, y con el firme compromiso de combatir este problema en todas sus manifestaciones, se reforma la Constitución del Estado en la cual se prevé a los servidores públicos sujetos de responsabilidad, y se incluye la obligación de éstos de presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes; y también a los particulares como sujetos de las responsabilidades previstas en dicho título, cuando intervengan en hechos vinculados con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, mismos que serán definidos por la legislación secundaria.

Estas modificaciones revisten de significativa relevancia, pues con ella se le impone a los servidores públicos, la obligación de presentar sus declaraciones de intereses, esto con la finalidad de evitar una de las manifestaciones más recurrentes del fenómeno de la corrupción, el conflicto de interés. Siendo dicho conflicto una situación en la cual, los intereses personales, familiares o de negocios del servidor público se contraponen con el desempeño imparcial de su empleo, cargo o comisión. 

De igual forma, se reforma lo referente a las sanciones administrativas derivadas de las responsabilidades de servidores públicos o de particulares. 

La responsabilidad administrativa, de acuerdo con el texto constitucional, consiste en actos u omisiones que afectan la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban ser observadas en el desempeño de un empleo, cargo o comisión públicos; con el texto de la reforma serán sancionados tanto los servidores públicos como los particulares, que podrán ser personas físicas o morales que se vinculen con estos hechos de responsabilidad, en los términos que dispongan las leyes que emanen de la presente reforma.

Ahora bien, las sanciones por la responsabilidad administrativa dependerán, naturalmente, de si se trata de servidores públicos o particulares.

Las autoridades encargadas de sancionar la responsabilidad administrativa la determinará considerando el grado que ésta tenga, el texto de la reforma distingue en diversos apartados a la responsabilidad administrativa grave. La presente iniciativa prevé que esta última clase de responsabilidad será substanciada e investigada por la Auditoría Superior del Estado, y resuelta por el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; mientras que el resto de las responsabilidades, serán investigadas, substanciadas y resueltas por los órganos internos de control de cada organismo.

En el caso de los particulares, se dispone que podrán sancionarse en caso de incurrir en actos vinculados con responsabilidades administrativas calificadas como graves por la ley, con independencia de otro tipo de responsabilidades, con sanciones económicas de carácter resarcitorio, calculadas de la misma forma que para los servidores públicos, y además, con la inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas estatales o municipales. 

En esta tesitura, las personas morales también serán sancionadas cuando los actos vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o por cuenta de la persona moral y en beneficio de ella. En este caso, se les sancionará en los mismos términos que a las personas físicas, es decir, con la inhabilitación para participar en contratos públicos. Asimismo, se establece como sanción la suspensión de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva; esto, cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la hacienda pública o a los entes públicos estatales o municipales. Estas sanciones se impondrán cuando la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite la participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos en que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves. En ese sentido, la legislación secundaria se encargará de establecer los procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u omisiones.

En este orden de ideas, se prevé asimismo, en armonía con la Constitución General, establecer un plazo amplio para la prescripción de responsabilidades administrativas graves; y se fijan las bases para el establecimiento de los plazos de prescripción de la responsabilidad administrativa, dejando su fijación para la legislación ordinaria, pero determinando como criterios para su establecimiento la naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones relativos, y tratándose de responsabilidades graves se establece que no podrá ser menor de 7 años; esto conforme a la reforma constitucional federal, a fin de que la persecución de esta clase de responsabilidad trascienda a la duración de la administración pública estatal, combatiendo así su impunidad.

Asimismo, se prevé la responsabilidad con carácter de objetiva y directa del estado por los daños que cause con motivo de su actividad administrativa irregular a los bienes o derechos de los particulares, de la cual deriva la obligación para el estado de indemnizarlos conforme a las bases, límites y procedimientos establecidos por las leyes.

· Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza

A partir de la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014, se establece un nuevo marco jurídico fundamental en materia de procuración de justicia, para efectos de la presente iniciativa trasciende la reforma que se llevó a cabo a los artículos 76, 89, 102, 105 y 116.

La citada reforma establece que las Constituciones de los Estados garantizarán que las funciones de procuración de justicia se realicen con base en los principios de autonomía, eficiencia, imparcialidad, legalidad, objetividad, profesionalismo, responsabilidad y respeto a los derechos humanos.

Es conducente señalar que el legislador federal al marcar en el artículo 116 de la Constitución General, las bases de la organización de los Estados integrantes de la Federación no precisa que los entes a quienes se les encarguen las funciones de procuración de justicia deban ser autónomos, si no que dejó a las legislaturas estatales tal determinación; solo establece que estas funciones deberán de realizarse bajo determinados principios, entre ellos el de autonomía, debiendo entender por ésta a la obligación del Ministerio Público de actuar independientemente, por propio impulso y en cumplimiento de las funciones que le atribuyen las leyes sin subordinación a ninguno de los organismos del estado ni autoridad alguna, salvo a la propia ley.

Por ello es indispensable precisar a nivel estatal, la naturaleza del órgano encargado de la procuración de justicia en el Estado de Coahuila de Zaragoza, es decir, es momento de responder a la interrogante respecto de la transición del Ministerio Público de nuestro Estado a un modelo de órgano constitucional autónomo, ya que de acuerdo a Jurisprudencia de la Suprema Corte, entre las características de los órganos constitucionales autónomos sobresale que “su actuación no está sujeta ni atribuida a los depositarios tradicionales del poder público, con el fin de obtener una mayor especialización, agilización, control y transparencia para atender eficazmente las demandas sociales; sin que con ello se altere o destruya la tradicional doctrina de la división de poderes”
 dado lo cual puede expresarse que los órganos constitucionales autónomos contribuyen al equilibrio constitucional y político, así como a la preservación de la democracia.

Es indiscutible que la principal función del Ministerio Público es la de investigar y perseguir los delitos, y en el ejercicio de dicha función debe desempeñarse con lealtad, misma que no puede actualizarse plenamente en tanto la autoridad ministerial se encuentre subordinada a otro poder u órgano; por ello al ser el Ministerio Público primordialmente un órgano técnico de investigación y persecución de delitos, su actuación debe darse con estricto apego a la ley.  

Por lo anterior, el Ministerio Público, debe compartir la naturaleza de los órganos constitucionales autónomos, a fin de llevar a cabo una función esencial del Estado: la procuración de justicia libre de injerencias de otros poderes u órganos e incluso libre de influencias políticas (autonomía política); para lo cual requiere independencia económica (autonomía financiera), libertad para reglamentar su actuación en el ámbito de su competencia (autonomía jurídica) y la facultad de organizarse internamente y administrar sus recursos (autonomía administrativa). 

La autonomía del Ministerio Público y el debido proceso legal, como principios constitucionales, permiten contar con un aparato de justicia garante de los derechos humanos. Adicionalmente, consideramos que la autonomía de ésta institución contribuirá en gran medida en la implementación y operación del nuevo Sistema de Justicia Penal.  

Por otra parte, ya que ha quedado precisada la trascendencia de la transición del Ministerio Público a un modelo de organismo constitucional autónomo, es importante abordar el tema relativo a la denominación de éste órgano, por lo que a fin de homologar con la reforma a la Constitucional General se propone que su denominación sea Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Mediante la presente iniciativa de reforma se prevé la modificación de diversos artículos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en relación a las alusiones que hacen respecto de la Procuraduría General de Justicia del Estado, a su Titular o Subprocuradores, a fin de que se señale según corresponda, los siguientes términos “Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza”, “Fiscal General del Estado” “Fiscales” o “Fiscales Especializados”.

De igual forma, se plantea reformar la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de establecer lo siguiente: 1) el método de designación y remoción del Procurador General de Justicia del Estado para detallar con la presente reforma el método de designación y remoción, en su caso, del Nuevo Fiscal General, y 2) bases de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y facultades del Fiscal General.

· Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Finalmente, no pasa desapercibida la necesidad de contar con una institución de persecución e investigación de actos que pudieran constituir casos de delitos relacionados con la corrupción; es por ello que deberá existir un organismo especializado en combate a la corrupción como parte de la organización de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Este organismo será el encargado de investigar y perseguir los hechos constitutivos de delito en materia de corrupción entre otras atribuciones que le correspondan conforme a la ley, contribuyendo así a que éstos no queden en la impunidad.

La Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza contará con una Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, cuyo titular será nombrado por las dos terceras partes de los diputados presentes del Congreso. El Ejecutivo podrá objetar dicho nombramiento, en cuyo caso se procederá a un nuevo nombramiento en los términos señalados.

El titular de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, podrá ser removido libremente por el Fiscal General del Estado. La remoción podrá ser objetada por el voto de la mayoría de los miembros presentes del Congreso del Estado dentro de un plazo de diez días hábiles, en cuyo caso el titular de la Fiscalía será restituido en el ejercicio de sus funciones.

En síntesis, la iniciativa que se presenta recoge los mandatos constitucionales en materia de combate a la corrupción, y armoniza nuestra legislación con las disposiciones de la Constitución Federal y Leyes Generales para que, conjuntamente con ésta, pueda reducirse este fenómeno tan dañino que compromete tanto a la ética pública como la competitividad de nuestro estado. Es compromiso de este gobierno recoger los más altos valores del estado constitucional, social y democrático de derecho y además ponerlos en marcha, para lograr así un estado fuerte y digno de sus ciudadanos.

Por lo expuesto, me permito someter a esta Honorable Legislatura para su estudio, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa de: 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EN MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN.

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman la fracción IV del artículo 36; el segundo párrafo del artículo 53; la fracción V del artículo 59; las fracciones XVII, XVIII, XXII, XXX, el segundo párrafo de la XXXIV, XLV, L y LI del artículo 67; la fracción V del artículo 73; el primer párrafo de la fracción I, y las fracciones II y III del artículo 74-B, el artículo 74-C; la fracción V del artículo 76; las fracciones IX, XII y XXIII, del artículo 82; el artículo 89; el artículo 92; los párrafos primero y quinto del artículo 113; el artículo 114; el artículo 115; el primer párrafo y la fracción III del artículo 135; el artículo 136; el artículo 137; el primer párrafo, la fracción VI y último párrafo del artículo 138; el segundo párrafo del artículo 143; el primer párrafo del artículo 146; el primer párrafo del artículo 148; el segundo párrafo del numeral 1 del cuarto párrafo de la fracción I y los incisos a) y e) del numeral 1 de la fracción II del artículo 158; la integración del Título Séptimo así como la numeración y denominación de su Capítulo Único; el artículo 159; el artículo 160; el artículo 161; el artículo 163 en su primer párrafo; los párrafos primero y tercero del artículo 165; y el artículo 167. Se adicionan los párrafos cuarto y quinto a la fracción XXXIV, las fracciones LII, LIII y LIV al artículo 67; un tercer párrafo a la fracción I del artículo 74-B; los párrafos sexto y séptimo al artículo 113; el artículo 136-A; el Capítulo II al Título Séptimo; y el artículo 168-A. Se deroga la fracción VIII del artículo 59; y la fracción IV del artículo 74-B, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 36. …

I. a III. …

IV. 
No ser Secretario de la Administración Pública Estatal, Magistrado del Poder Judicial, Presidente Municipal, Síndico o Regidor, Consejero, o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, Fiscal General del Estado, Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, titular de algún organismo descentralizado, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto Electoral de Coahuila, ni Magistrado o Secretario del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria. 

Artículo 53. …

El Congreso del Estado, podrá solicitar del gobernador la comparecencia de los secretarios del ramo, así como la de quienes dirijan entidades paraestatales, para que informen cuando se discuta una Ley, o se estudie un asunto concerniente a sus respectivos ramos o actividades. 
Artículo 59. …

I. a IV. …

V.
A los organismos públicos autónomos, en todo lo concerniente a su competencia. En este caso, la iniciativa se presentará por conducto del Presidente del organismo previo acuerdo del Consejo General, por el Magistrado Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza o el Fiscal General del Estado, según corresponda.
VI. y VII. …

VIII.
Se deroga.

Artículo 67. …

I. a XVI. …

XVII.
Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes.

Igualmente, integrar la lista de candidatos a Fiscal General de la Estado; nombrar a dicho servidor público, y formular objeción a la remoción que del mismo haga el Ejecutivo del Estado, en los términos y conforme al procedimiento establecido en esta Constitución y leyes aplicables.

XVIII.
Conocer de las renuncias y de las licencias de los diputados, del Gobernador, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, así como de los miembros de los Ayuntamientos y Concejos Municipales.
XIX. a XXI. …

XXII.
Recibir la protesta de Ley a los Diputados, al Fiscal General del Estado, al Gobernador y a los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia.

XXIII. a XXIX …

XXX.
Expedir las normas para la organización y funcionamiento del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, en los términos que establece esta Constitución y las leyes.

XXXI a XXXIII. …

XXXIV. ...

Las cuentas públicas serán entregadas al Congreso a más tardar el treinta de abril del año siguiente al ejercicio correspondiente. Solo se podrá ampliar el plazo de presentación cuando medie solicitud del titular del Ejecutivo del Estado, suficientemente justificada a juicio de la legislatura local.

…

Si del examen que realice la Auditoría Superior del Estado aparecieran discrepancias entre las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y las partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán las responsabilidades de acuerdo con la Ley. En caso de la revisión en cumplimiento de los objetivos de los programas, dicha autoridad sólo podrá emitir las recomendaciones para la mejora en el desempeño de los mismos en los términos de la Ley.

El Congreso del Estado evaluará el desempeño de la Auditoría Superior del Estado y al efecto le podrá requerir que le informe sobre la evolución de sus trabajos de fiscalización.

XXXV a XLIV. …

XLV.
Expedir la ley sobre el sistema estatal anticorrupción para el Estado, en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y leyes generales aplicables.

XLVI. a XLIX. …

L.
Coordinar y evaluar, sin perjuicio de su autonomía técnica y de gestión, el desempeño de las funciones de la Auditoría Superior del Estado, en los términos que disponga la ley.
LI.
Ratificar, a los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, que designe el Gobernador del Estado, por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes.
LII.
Ratificar el nombramiento del titular de la Secretaría responsable del control interno del Ejecutivo del Estado y entidades estatales y designar con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes a los de Organismos Públicos Autónomos.
LIII.
Nombrar al Titular de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción en los términos de esta Constitución.
LIV.
Las demás que le confieran la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Constitución y los demás ordenamientos legales.

Artículo 73. ... 

I. a IV. … 

V.
Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes.

VI. a VIII. …

Artículo 74-B. … 

I.
Fiscalizar en forma posterior los ingresos, egresos y deuda; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los Poderes del Estado y de los entes públicos estatales y municipales, así como realizar auditorías sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en los planes y programas estatales y municipales, a través de los informes que se rendirán en los términos que dispongan esta Constitución y las leyes. Fiscalizará además, de manera coordinada con las autoridades de la Federación, las participaciones federales asignadas al Estado y los municipios.

…

Los informes de auditoría de la Auditoría Superior del Estado tienen carácter público.

II.
Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos estatales, y efectuar visitas domiciliarias, únicamente para exigir la exhibición de libros, papeles o archivos indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las formalidades establecidas para los cateos.

III.
Derivado de sus investigaciones, promover las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza y la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Procuraduría General de Justicia del Estado, para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos estatales y municipales y, en su caso, a los particulares, en los términos de esta Constitución y las leyes.
IV.
Se deroga.
…

…

Artículo 74-C. La Auditoría Superior del Estado entregará el Informe Anual de Resultados de la fiscalización superior de las cuentas públicas, en los términos que señale la ley, a más tardar el 31 de diciembre del año siguiente al ejercicio fiscalizado.
Artículo 76. …

I. a IV.
 …

V.
No ser secretario de la administración pública estatal, magistrado del Poder Judicial, presidente municipal, síndico o regidor, consejero o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, Fiscal General del Estado, titulares de los organismos descentralizados, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto, ni secretario del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria.

VI. a VII. …

Artículo 82. …

I. a VIII. ...

IX.
Someter al Congreso del Estado para su ratificación, los nombramientos de los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.

X. a XI. …

XII.
Intervenir en la designación del Fiscal General del Estado, en términos de lo dispuesto en esta Constitución.
XIII. a XXII. …

XXIII.
Someter al Congreso del Estado, en los términos de esta Constitución y demás disposiciones aplicables, los nombramientos de Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje.

XXIV a XXX. …

Artículo 89. Los Secretarios del Ramo y los Directores Generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales, previa anuencia del Gobernador, así como los titulares de los organismos públicos autónomos concurrirán a las sesiones del Congreso, para que informen cuando se discuta una Ley o se estudie un asunto concerniente a sus respectivos ramos o actividades.

Artículo 92. Los reglamentos interiores de cada una de las secretarias del ramo serán expedidos por el Gobernador del Estado y en ellos se determinarán las atribuciones de sus unidades administrativas.

Artículo 113. La procuración de justicia es una función esencial y por tanto indelegable del Estado que tiene por objeto proteger los intereses de la sociedad y resguardar la observancia de la ley, particularmente por lo que toca a la investigación y persecución de los delitos del orden común. Se ejerce a través de un organismo público autónomo, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propios, denominado Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza que se integra por el Ministerio Público, sus órganos auxiliares y áreas de apoyo.
…

…

…

El Fiscal General del Estado presidirá al Ministerio Público y será el titular de la fiscalía, con las facultades y obligaciones que establecen esta Constitución y las leyes. En el ámbito de la investigación y persecución de los delitos, las decisiones del Fiscal General del Estado únicamente estarán sujetas al mandato de la ley.

La Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza contará con una Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, dotada de autonomía técnica y operativa para investigar y perseguir los hechos que la ley considera como delitos por hechos de corrupción, cuyo titular será nombrado previa convocatoria, por las dos terceras partes de los diputados presentes del Congreso. El Ejecutivo podrá objetar dicho nombramiento, en cuyo caso se procederá a un nuevo nombramiento en los términos de este párrafo.

El titular de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, podrá ser removido libremente por el Fiscal General del Estado. La remoción podrá ser objetada por el voto de la mayoría de los miembros presentes del Congreso del Estado dentro de un plazo de diez días hábiles, en cuyo caso el titular de la Fiscalía Especializada será restituido en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 114.- Los requisitos, la designación, el ejercicio y la remoción del cargo de Fiscal General del Estado, se sujetará a las bases siguientes:
I.
Para ocupar el cargo se requerirá:
1.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
2.
Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
3.
Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.
4.
Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.
5.
No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
6.
Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.

II.
La designación y remoción se realizarán conforme al siguiente procedimiento:

1.
A partir de la ausencia definitiva del Fiscal General del Estado, el Congreso del Estado contará con veinte días para integrar una lista de al menos diez candidatos al cargo, aprobada por las dos terceras partes de los miembros presentes, la cual enviará al Ejecutivo del Estado.
Si el Ejecutivo del Estado no recibe la lista en el plazo antes señalado, enviará libremente al Congreso del Estado una terna y designará provisionalmente al Fiscal General del Estado, quien ejercerá sus funciones hasta en tanto se realice la designación definitiva conforme a lo establecido en este artículo. En este caso, el Fiscal General del Estado designado podrá formar parte de la terna.

2.
Recibida la lista a que se refiere la fracción anterior, dentro de los diez días siguientes el Ejecutivo del Estado formulará una terna y la enviará a consideración del Congreso del Estado.

3.
El Congreso del Estado, con base en la terna y previa comparecencia de las personas propuestas, designará al Fiscal General del Estado con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes dentro del plazo de diez días.

En caso de que el Ejecutivo del Estado no envíe la terna a que se refiere la fracción anterior, el Congreso del Estado tendrá diez días para designar al Fiscal General del Estado de entre los candidatos de la lista que señala el numeral 1.

Si el Congreso del Estado no hace la designación en los plazos que establecen los párrafos anteriores, el Ejecutivo del Estado designará al Fiscal General del Estado de entre los candidatos que integren la lista o, en su caso, la terna respectiva.

4.
El Fiscal General del Estado podrá ser removido por el Congreso del Estado por las causas graves que establezca la ley, en la forma y términos que fijen esta Constitución y la ley de la materia. La remoción deberá ser aprobada por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes.
5.
En los recesos del Congreso del Estado, la Diputación Permanente lo convocará de inmediato a sesión extraordinaria para la designación o formulación de objeción a la remoción del Fiscal General del Estado.

6.
Las ausencias del Fiscal General del Estado serán suplidas en los términos que determine la ley.

III.
Antes de tomar posesión de su cargo deberá rendir la protesta de ley ante el Congreso del Estado.
IV.
El período constitucional del Fiscal General del Estado será de siete años.
V.
En tanto se designe nuevo Fiscal General del Estado y rinda la protesta de ley, ocupará el cargo el servidor público que conforme a la ley deba cubrir su ausencia.
VI.
El cargo será incompatible con cualquier otro empleo, cargo o comisión de carácter público o privado, así como con el ejercicio libre de la profesión de abogado. Sin embargo, podrá realizar labores docentes y actividades de investigación académica y/o científica, en los términos previstos por la ley de la materia. 

Artículo 115.- El Fiscal General del Estado tendrá los siguientes deberes y atribuciones:
I.
Ser el titular y rector de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y presidir al Ministerio Público.
II.
Velar por el respeto de las instituciones constitucionales y los derechos humanos, con cuantas actuaciones exijan su defensa.
III.
Participar en el Sistema Nacional de Seguridad Pública y en el Sistema de Seguridad Pública del Estado.
IV.
Formular iniciativas de ley ante el Congreso del Estado, en materia de procuración de justicia.
V.
Emitir los reglamentos, circulares y demás disposiciones administrativas que regulen los procedimientos, materias, funciones y servicios públicos de su competencia.
VI.
Atender las visitas, quejas, propuestas de conciliación y recomendaciones de la Comisión Nacional y de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos.
VII.
Nombrar y remover de conformidad con la ley, a los servidores públicos bajo su dependencia, siempre y cuando el nombramiento no esté previsto de manera especial por esta Constitución o las leyes.
VIII.
Asignar y desplazar libremente a los servidores públicos en las labores de procuración de justicia, investigación y atención de procesos. Asimismo, determinar el criterio y la posición que la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza asumirá en cada caso.
IX.
Coordinar los trabajos tendientes a conformar las políticas públicas de procuración de justicia en el Estado.
X.
Investigar, por sí o por conducto del personal de su dependencia, de oficio o con base en la denuncia o querella formuladas, los hechos que puedan constituir delito.
XI.
Ejercitar las acciones penales y civiles dimanantes de delitos o de situaciones jurídicas en que exista interés público u oponerse a las ejercitadas por otros, cuando proceda.
XII.
Suministrar al Gobernador información sobre las investigaciones cuando sea necesario para la preservación del orden público.
XIII.
Elaborar cada año el proyecto de presupuesto de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y hacerlo llegar al Ejecutivo del Estado, para su inclusión en el presupuesto de egresos.  Por la especialidad de la función, cualquier modificación deberá ser puesta a consideración del Fiscal General del Estado para que fundamente las necesidades planteadas o establezca prioridades. 

XIV.
Denunciar ante el Pleno del Tribunal Superior de Justicia las tesis que estime contradictorias para su depuración, en asuntos en materia penal y procesal penal, así como los relacionados con el ámbito de sus funciones. 

XV.
Presentar anualmente a los Poderes Legislativo y Ejecutivo un informe de actividades y comparecer ante el Congreso del Estado cuando se le cite a rendir cuentas o a informar sobre su gestión.
XVI.
El Fiscal General del Estado, podrá concurrir ante el Congreso cuando las leyes que se discutan sean de su competencia.
XVII.
Expedir los reglamentos que requiera la procuración de justicia para hacerla pronta y expedita, los cuales deberán tener como principios rectores el respeto a los derechos humanos de las víctimas, de los indiciados y los probables responsables de los delitos, en los términos que disponga la ley que rija su función.
XVIII.
Las demás que le atribuyan las leyes.
Artículo 135. El poder Judicial se deposita, para su ejercicio, en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, en los Tribunales Distritales, en los Juzgados de Primera Instancia, cualquiera que sea su denominación, en el Consejo de la Judicatura y en los demás órganos judiciales que con cualquier otro nombre determinen las leyes.

…

I. a II. …

III.-
De seis años en el primer ejercicio del encargo para los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y de los Tribunales Unitarios de Distrito, que se contará a partir de la fecha de su designación. 

…

…

Artículo 136. La competencia, organización y atribuciones del Tribunal Superior de Justicia, así como facultades, deberes y responsabilidades de los magistrados, se regirán por esta Constitución y demás leyes. Será Presidente del Tribunal, el magistrado que designe el Pleno, en los términos establecidos por la ley de la materia, y durará en su encargo cinco años y podrá ser reelecto por igual término. Mientras ejerza su función no integrara sala. 

El Tribunal Superior de Justicia se compondrá de catorce Magistrados y funcionará en Pleno o en Salas.

Se establecerá una Sala Auxiliar del Tribunal, cuya jurisdicción comprenderá los Distritos Judiciales de Viesca y San Pedro y tendrá la competencia que determine la propia ley. Esta Sala Auxiliar se integrará por tres Magistrados numerarios y tres Magistrados supernumerarios. El Presidente de la Sala Auxiliar será integrante del Pleno.

Los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y de los Tribunales Unitarios de Distrito no integrarán el Pleno.

La competencia, procedimientos, organización del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, de los juzgados de Primera Instancia cualquiera que sea su denominación, y de los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes, así como las facultades, deberes y responsabilidades de los servidores públicos judiciales, se regirán por lo dispuesto en las leyes según los principios de esta Constitución.

Artículo 136-A. El Tribunal de Conciliación y Arbitraje es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía constitucional, independencia y de plena jurisdicción conforme a las bases siguientes:

I.
Funcionará con una Sala Superior y Salas Especiales en los términos que establezca la Ley;

II.
La Sala Superior se integrará por tres Magistrados numerarios y tres Magistrados supernumerarios;

III.
El Tribunal de Conciliación y Arbitraje será competente para conocer y resolver, en los términos de las leyes de la materia, los conflictos que se susciten entre:

a.
El Poder Legislativo y sus trabajadores;

b.
El Poder Ejecutivo y sus trabajadores;

c.
El Poder Judicial y sus trabajadores, con excepción de los del Tribunal Superior de Justicia, el que conocerá de los conflictos laborales con sus trabajadores;

d.
Los Municipios y sus trabajadores;

e.
Los organismos públicos autónomos y sus trabajadores;

f.
Los trabajadores al servicio de la Educación y sus Sindicatos, con cualquiera de los tres Poderes y organismos públicos autónomos.

IV.
El procedimiento de designación de los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se sujetará a lo dispuesto por el artículo 146 de esta Constitución y demás disposiciones aplicables;

V.
Los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje deberán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 138 de esta Constitución y tener como mínimo tres años de experiencia acreditable en materia laboral;

VI.
El presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje será elegido, de entre sus miembros, para ejercer el cargo por tres años y podrá ser reelecto por igual período;

VII.
La administración, vigilancia y disciplina del Tribunal de Conciliación y Arbitraje corresponderán, en los términos que señale la ley, al Consejo de la Judicatura. El Presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje formará parte del Consejo de la Judicatura siempre con voz, y voto únicamente en los asuntos que le competan al Tribunal que preside.

Artículo 137. El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia del Estado, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje y los Tribunales Unitarios de Distrito, están facultados para formar jurisprudencia local en los términos que establezca la ley.

Artículo 138. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se requiere:

I. a V. …

VI.
No haber ocupado el cargo de Secretario del Ramo o su equivalente, en la Administración Pública Estatal, de Fiscal General del Estado, de Diputado local, de Presidente Municipal o alguno de los cargos a que se refiere el artículo 95, fracción VI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, durante el año previo al día de su nombramiento.

Los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.

Artículo 143. …

El Consejo de la Judicatura estará integrado por seis Consejeros, uno de los cuales será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien lo presidirá con voz y voto de calidad; uno designado por el Ejecutivo del Estado; uno designado por el Congreso del Estado; un Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, un Magistrado de Tribunal Distrital y un Juez de Primera Instancia, que serán los de mayor antigüedad en el ejercicio de los respectivos cargos. El Presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, formará parte siempre del Consejo con voz, pero sólo tendrá voto cuando se trate de asuntos relativos al Tribunal que preside.

…

…

…

…

…

…

Artículo 146. Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia serán hechos por el Gobernador del Estado de la lista de candidatos que le presente el Consejo de la Judicatura y sometidos a la aprobación del Congreso, o en su caso, de la Diputación Permanente, cuando proceda, el que la otorgará o negará dentro del improrrogable término de cinco días.  

…

…

…

…

Artículo 148. Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, al iniciar el ejercicio de su cargo, rendirán la protesta de ley ante el Congreso del Estado y, en sus recesos, ante la Diputación Permanente.

…

…

Artículo 158. …

…

…

…

I.
…
1. a 8. …
…

…

…

1.
...

El Fiscal General del Estado, podrá promover en materia penal y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones.

2. a 4. ...


II.
...

...

1.
...

a) El Ejecutivo del Estado por sí o por conducto de quien le represente legalmente. 

b) a d)
...

e)
El Fiscal General del Estado, en materia penal y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones.

f)
...

2. a 4. ...

...

...

TÍTULO SÉPTIMO

CAPÍTULO I
Del Sistema Estatal Anticorrupción y de las Responsabilidades Vinculadas con Faltas Administrativas Graves o Hechos de Corrupción, y de la Patrimonial del Estado

Artículo 159. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título, se considerarán servidores públicos, los representantes de elección popular, los miembros del Poder Judicial y de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, los funcionarios y empleados del Estado, y de los Municipios, y en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública, Estatal o Municipal y en las entidades paraestatales y paramunicipales, así como a los integrantes de los organismos a los que esta Constitución otorga autonomía, quienes serán responsables por los actos y omisiones en que incurran en el desempeño de sus funciones.  

Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos que determinen las leyes y disposiciones aplicables.
Asimismo, serán sujetos de responsabilidad, los particulares que intervengan en hechos vinculados con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, de conformidad con lo que determinen las leyes.

Artículo 160. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:
I.
Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones señaladas en el artículo 164 a los servidores públicos a que se refiere el artículo 163, cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.

No procede el juicio político por la mera expresión de ideas.

II.
La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particular que incurran por hechos de corrupción, será perseguida y sancionada en los términos de la legislación penal.

III.
Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos, por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones de conformidad con la Ley General de la materia y demás ordenamientos legales aplicables. Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones.

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de control, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán investigadas, substanciadas y resueltas por los órganos internos de control.

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial del Estado se estará a lo previsto por el artículo 143 de esta Constitución y las leyes aplicables, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado en materia de fiscalización del manejo, custodia y aplicación de los recursos públicos.

La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de las faltas administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de control.

La ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa tomando en cuenta la naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones a que hace referencia la fracción III de este artículo. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos no serán inferiores a siete años.

Las dependencias y entidades estatales y municipales, así como los Organismos Públicos Autónomos, tendrán órganos internos de control con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para substanciar y sancionar aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; substanciar y promover ante el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza los procedimientos para la sanción de faltas administrativas graves y de particulares vinculados con las mismas; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos estatales; así como presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Procuraduría General de Justicia del Estado a que se refiere esta Constitución.

IV.
El Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza impondrá a los particulares que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas, inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas estatales o municipales, así como el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la hacienda pública estatal o municipal, a las dependencias o entidades estatales o municipales o a los Organismos Públicos Autónomos. 

Las personas morales serán sancionadas en los términos de la ley, cuando los actos vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral y en beneficio de ella. También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la hacienda pública o a los entes públicos, estatales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u omisiones.

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas, serán autónomos en su desarrollo. No podrán imponerse dos veces, por una sola conducta, sanciones de la misma naturaleza.

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante el Congreso del Estado, respecto de las conductas a las que se refiere el presente artículo.

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. La ley de la materia establecerá los procedimientos para que les sea entregada dicha información.

La Auditoría Superior del Estado y la secretaría del ejecutivo estatal responsable del control interno, podrán recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Procuraduría General de Justicia del Estado y del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, de conformidad con lo previsto en la fracción V, Apartado C del artículo 157 de esta Constitución, y demás leyes aplicables.

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.

Artículo 161. La ley de la materia determinará, los casos y las circunstancias en que se deba sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el tiempo de su encargo o con motivo del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten su patrimonio y no puedan acreditar la legítima procedencia de los bienes que hayan adquirido o de aquellos respecto de los cuales actúen como dueños.

Las leyes aplicables, sancionarán el enriquecimiento ilícito con el decomiso, o en su caso, con la extinción de dominio de dichos bienes, además de las otras penas que correspondan.

Artículo 163. Podrán ser sujetos de juicio político los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; el Gobernador del Estado; los Secretarios del ramo; los subsecretarios; el Fiscal General del Estado, los fiscales, los fiscales especializados; los directores generales o su equivalente en las entidades y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo y de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del Estado; los integrantes de los concejos municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales; así como los titulares e integrantes de los consejos y asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación.

…

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; los secretarios del ramo; el Fiscal General del Estado, los fiscales y fiscales especializados; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia.

…

Si el Congreso declara que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la ley. Cuando se trate del Gobernador del Estado, de los Diputados al Congreso del Estado, del Auditor Superior del Estado, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, del Fiscal General del Estado, los fiscales, fiscales especializados y los titulares e integrantes de los consejos de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cuál fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere.

…

…

…

…

…

Artículo 167. El Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las autoridades estatales y municipales competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto se sujetará a las siguientes bases mínimas:

I.
El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los titulares de la Auditoría Superior del Estado; de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción; de la secretaría del Ejecutivo Estatal responsable del control interno; por el presidente del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; el Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información; así como por un representante del Consejo de la Judicatura y otro del Consejo de Participación Ciudadana.
II.
El Consejo de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley.
III.
Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la Ley:

a)
El establecimiento de mecanismos de coordinación entre los organismos que integran el sistema estatal con los municipios del Estado.
b)
El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan.
c)
La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones competentes de los órdenes de gobierno.
d)
El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades de los órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los recursos públicos.
e)
La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia.


Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, con el objeto de que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como al mejoramiento de su desempeño y del control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité sobre la atención que brinden a las mismas.

CAPÍTULO II

Del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza

Artículo 168-A. El Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, es un organismo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, y que establecerá su organización, su funcionamiento y los recursos para impugnar sus resoluciones.

Es competente para resolver las controversias que se susciten entre la administración pública del Estado y los municipios y los particulares; imponer sanciones a los servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades; y fincar el pago de indemnizaciones y sanciones pecuniarias derivadas de los daños y perjuicios a la hacienda pública del estado o de los municipios, o al patrimonio de los entes públicos estatales y municipales.

Estará integrado al menos por 5 magistrados, designados por el Gobernador del Estado, y ratificados por las dos terceras partes de los miembros presentes del Pleno, o de la Diputación permanente del Congreso del Estado, la duración de su encargo será de 15 años improrrogables y sólo podrán ser removidos del mismo por las causas graves señaladas por la ley.

Para ser Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza se requiere:

I.
Ser mexicano por nacimiento, en ejercicio de sus derechos políticos y civiles y haber residido efectivamente en el Estado durante los últimos cinco años;

II.
Tener 30 años cumplidos al día de su designación;

III.
No padecer enfermedad física o mental, que lo inhabilite para el desempeño del encargo;

IV.
Ser licenciado en derecho con título y cédula profesional, con ocho años de antigüedad, al día de su designación;

V.
Tener por lo menos cinco años de experiencia profesional en materia administrativa o fiscal;

VI.
Ser de notoria buena conducta y honorabilidad manifiesta;

VII.
No ser ministro de algún culto religioso, a menos que se separe formal y definitivamente de su ministerio, cuando menos cinco años antes del día de su designación; y

VIII.
No haber sido condenado en sentencia ejecutoria, por delito intencional, ni haber sido inhabilitado o suspendido por más de tres meses como servidor público. 

El Congreso expedirá la ley en que se determine la organización y funcionamiento del Tribunal, así como su procedimiento y los recursos que procedan contra sus resoluciones.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes.

SEGUNDO. El Congreso del Estado dentro de los sesenta días naturales siguientes a la publicación del presente decreto, emitirá declaratoria expresa de entrada en vigor de la autonomía constitucional de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Las disposiciones del presente decreto relativas a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza entrarán en vigor con la declaratoria señalada en el párrafo anterior.

Una vez constituida la Fiscalía General, la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción pasará a formar parte de aquella.
TERCERO. Expedida la declaratoria a que se refiere el segundo transitorio, los recursos humanos, materiales, financieros y presupuestales, así como los asuntos en trámite de la Procuraduría General de Justicia del Estado, se transferirán a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Los trabajadores de la Procuraduría General de Justicia del Estado que con motivo de la aplicación del presente decreto deban quedar adscritos a una dependencia diferente a su actual centro de trabajo o a la Fiscalía General, en ninguna forma resultarán afectados en sus derechos laborales.

CUARTO. Los Contratos, Convenios o Acuerdos celebrados por la Procuraduría General de Justicia del Estado con Secretarías, Dependencias o Entidades de la Administración Pública Estatal, Federal, y de los Municipios, así como con cualquier persona física o moral, serán asumidos por la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza o el Fiscal General del Estado.

QUINTO. Los procedimientos jurisdiccionales y administrativos, relacionados con la separación, remoción, cese o cualquier otra forma de conclusión de los servicios de trabajadores o empleados al servicio de la Procuraduría General de Justicia del Estado que estuviesen en trámite a la entrada en vigor de este decreto, se concluirán conforme a la normativa que les era aplicable al inicio del procedimiento de que se trate. 

Los procedimientos administrativos de responsabilidad o disciplinarios iniciados a la fecha a los servidores públicos de la Procuraduría General de Justicia del Estado que se encuentren en trámite o pendientes de resolución a la entrada en vigor de este decreto, se continuarán tramitando conforme a las disposiciones legales aplicables al inicio del procedimiento.

El trámite de los procedimientos administrativos señalados en este artículo, será responsabilidad de los servidores públicos a los que se les atribuya la competencia para su desahogo, conforme al presente decreto y las disposiciones aplicables. 

SEXTO. En tanto no se emita la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, se continuará aplicando a está, en lo conducente, la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, su reglamento y demás disposiciones aplicables. 

Las disposiciones legales o administrativas que hagan referencia a la Procuraduría General de Justicia del Estado, al Procurador General de Justicia del Estado y a los Subprocuradores o Fiscales, se entenderán hechas a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, al Fiscal General del Estado, así como a las autoridades de la Fiscalía General equivalentes a los Subprocuradores o Fiscales, respectivamente.

SÉPTIMO. Las disposiciones relativas a la Auditoría Superior del Estado, a la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, a los órganos internos de control, y al régimen de responsabilidades de servidores públicos estatales y municipales, de particulares vinculados con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, y de la responsabilidad patrimonial del estado serán aplicables a partir del día en que entre en vigor la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

OCTAVO. Los titulares de los órganos a que se refiere el presente decreto en la fracción LII del artículo 67, que se encuentren en funciones a la entrada en vigor del mismo, continuarán en su encargo en los términos en los que fueron nombrados.
NOVENO. Hasta en tanto se emite la declaratoria a que se refiere el artículo segundo transitorio y entran en vigor las disposiciones relativas a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Procuraduría General de Justicia del Estado contará con una Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, para tal efecto, el Ejecutivo del Estado expedirá el acuerdo de creación de esta Fiscalía Especializada, en el plazo de diez días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de este decreto.

DÉCIMO. El Congreso del Estado a más tardar en un plazo de treinta días naturales, contados a partir de la entrada en vigor del acuerdo de creación a que hace referencia el artículo anterior, deberá designar al Fiscal Especializado en Delitos por Hechos de Corrupción.

UNDÉCIMO. Las disposiciones relativas a la competencia del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza y las relacionadas con el Tribunal Contencioso administrativo del Poder Judicial del Estado, entrarán en vigor una vez que los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza sean nombrados por el Titular del Ejecutivo y ratificados por el Congreso del Estado. 

Mientras no se cumpla lo previsto en el párrafo anterior y a partir de la entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Poder Judicial o quien determine el Consejo de la Judicatura, será competente para imponer sanciones a los servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades; y fincar el pago de indemnizaciones y sanciones pecuniarias derivadas de los daños y perjuicios a la hacienda pública del estado o de los municipios, o al patrimonio de los entes públicos estatales y municipales.
DUODÉCIMO. Los magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza deberán ser designados en un plazo no mayor a treinta días naturales, contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto.

DÉCIMO TERCERO. El Congreso del Estado y el Ejecutivo a través de la Secretaría de Finanzas y la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, en el ámbito de sus respectivas competencias, proveerán los recursos humanos, financieros y materiales correspondientes, para el cumplimiento del presente decreto, en términos de las disposiciones aplicables.

DÉCIMO CUARTO. El Congreso del Estado a partir de la entrada en vigor del presente decreto, contará con los siguientes plazos: 
a)
Un plazo no mayor a treinta días naturales para armonizar la legislación estatal de acuerdo al presente decreto. 
b)
Un plazo no mayor a treinta días naturales para expedir la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.
c)
Un plazo no mayor a sesenta días naturales para expedir la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.
DÉCIMO QUINTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al contenido del presente decreto.

DADO. En la Residencia Oficial del Poder Ejecutivo, en Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los 25 días del mes de mayo del año 2017.

 “SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCIÓN”

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ
	EL SECRETARIO DE GOBIERNO

VÍCTOR MANUEL ZAMORA RODRÍGUEZ

EL SECRETARIO DE FINANZAS

ISMAEL EUGENIO RAMOS FLORES


	EL SECRETARIO DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS

CARLOS EDUARDO CABELLO GUTIÉRREZ

EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL ESTADO

HOMERO RAMOS GLORIA


LA PRESENTE HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
� Consultable en: http://imco.org.mx/indices/#!/competitividad_internacional_2015/analisis


� Consultable en la siguiente liga: http://imco.org.mx/indices/documentos/2015_ICI_Libro_La%20corrupcion_en_Mexico.pdf


� Suprema Corte de la Justicia de la Nación. Jurisprudencia número 170238 (P./J. 12/2008), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVII, Febrero de 2008
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